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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 
MIEMBRO: — Señor Representante Jorge Pozzi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


INVITADOS: Por la Representación Empresarial ante el Directorio del Banco de Previsión Social, 
contadora Elvira Domínguez y economista María José Franco, asesora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hackenbruch Legnani).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a la contadora Elvira Domínguez, 
Directora del BPS en representación de la parte empresarial, y a la economista María José Franco, asesora. 


El motivo de la convocatoria es conocer su opinión con respecto al proyecto de ley relativo al seguro de 
desempleo y a los cambios que se promueven al régimen establecido por el Decreto Ley_N? 15.180. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Agradecemos que nos hayan dado la oportunidad de exponer la visión de la 
representación empresarial en el BPS. Si bien ya han participado empresarios de las Cámaras estuvo la 
Cámara de Industrias del Uruguay, verán que prácticamente no hay diferencias entre lo que ellos 
expusieron y lo que nosotros vamos a expresar. Felizmente, en el espacio que se dio en llamar Diálogo 
Nacional de la Seguridad Social, tuvimos oportunidad de trabajar juntos, creo que por primera vez. 
Inclusive, ha sido reconocido por las Cámaras el hecho de que convocáramos para los temas de 
seguridad social a la mayor cantidad posible de empresarios. Además, si estuvo el representante de los 
trabajadores, quien concurrió con el PPr-CNT, nos parece bien que nosotros también podamos 
hacerles llegar nuestros comentarios. 


En el Diálogo Nacional de la Seguridad Social solicitamos en todos los temas que se trataron que se hiciese 
el estudio del impacto de cada una de las medidas que se tomaran, porque nos importa la sostenibilidad de 
cualquier iniciativa a efectos de no encontrarnos con sorpresas. Es muy bueno tener la mejor seguridad social 
no creo que haya algún ciudadano que no esté de acuerdo con ello, el tema es que sea sustentable y que no 
termine siendo un aliciente para la informalidad, en la medida en que para poder tener mucha más seguridad 
social tengamos que cargar a los trabajadores con más impuestos o más contribuciones a la seguridad social. 
Eso quedó claro en el Diálogo Nacional de la Seguridad Social, y queríamos destacarlo. 


En cuanto a la defensa de la centralidad del trabajo, en un momento en el que se está yendo hacia una 
seguridad social universal, nosotros creemos que todavía hay mucho por hacer por aquellas prestaciones que 
se otorgan a los trabajadores, vinculadas fundamentalmente a la contribución que hace el trabajador a la 
sociedad en su conjunto. 


Otro punto importante para nosotros es defender al trabajador independiente, al empresario, al comerciante, 
al industrial, como una figura que debe tener derechos en la seguridad social. Toda nuestra legislación los 
deja por fuera en materia de seguridad social, ya que solamente tenemos derecho a la previsión social. En los 
últimos años se incorporó la empresa unipersonal con hasta un trabajador. 


Nosotros venimos promoviendo que la seguridad social por lo menos debería llegar al microempresario, es 
decir, a aquel que tiene cuatro personas trabajando en su unidad empresarial. Decimos esto porque esas 
unidades, que constituyen el 88% de las empresas de nuestro país, son de trabajadores y cuando tienen un 
evento desafortunado les impacta tanto como al más humilde de los trabajadores. Creemos que la seguridad 
social, por lo menos la que hoy tiene la unipersonal con un trabajador, debería extenderse a la unipersonal 
con hasta tres trabajadores, que es la definición de microempresa. 


Uno de los puntos del proyecto dice que se mejorará la cobertura para los trabajadores de cincuenta años o 
más, y establece: "(...) se extenderán por otros seis meses o setenta y dos jornales" la duración de la 
prestación. Aquí nosotros reconocemos la dificultad para conseguir empleo a estos trabajadores, pero nos 
parece esto lo manifestaron muy por arriba los empresarios, y nosotros ya teníamos una propuesta en ese 
sentido porque lo habíamos estado discutiendo que habría que incorporar un artículo cuya redacción debería 
apuntar, fundamentalmente, a tener una política activa, es decir, no dar a ese trabajador soluciones solamente 
de tipo prestación pasiva sino facilitar su inserción laboral. Creemos que lo más triste que hay para alguien 
mayor de cincuenta años, además de no tener un ingreso, es no sentirse útil. Nuestra propuesta apunta a la 
inclusión de un artículo que se podría plantear de dos maneras pero, fundamentalmente, por la vía de 
subsidios ¿Por qué aclaro esto? Cuando se aprobó la Ley _N” 18.083, desde el Banco de Previsión Social 
dijimos que no éramos partidarios de las exoneraciones a la Seguridad Social porque, de alguna forma, 
podrían desfinanciar, y en ese momento aceptamos que algunos sectores de actividad perdieran sus 
exoneraciones en el entendido de que eso iba a ser para todos los sectores de la actividad. Lamentablemente, 
después nos encontramos con que el sistema cooperativo fue exonerado y que también una cantidad 
importante de actividades recibieron este beneficio. De todos modos, lo que decimos es que desde la 
Dirección Nacional de Trabajo o a través de algún Programa como "Objetivo Empleo" se tendría que ayudar 
a estos trabajadores. 


SEÑORA FRANCO.- La propuesta del proyecto de ley es que estos trabajadores reciban un subsidio 
por desempleo más extendido, el que llevaría cargas sociales a fin de que se computara para una futura 
jubilación, lo que se une a la propuesta que hay de acceso a las flexibilizaciones. Lo que nosotros 
decimos es que también hay que dar posibilidad a esta persona, que con cincuenta años quedó 
desempleada, a que se reinserte al mercado laboral formal. ¿Cómo? Incentivando a las empresas a la 
contratación de trabajadores de este grupo etario. Como mencionaba la contadora Domínguez, 
formulamos dos propuestas. Una de ellas es que la empresa se haga cargo de la diferencia entre el 
sueldo fijado por los Consejos de Salarios y lo que recibe el trabajador como prestación de seguro de 
desempleo durante un lapso que permita al empresario evaluar el desempeño de este trabajador. Y, la 
otra, consiste en las exoneraciones de aportes a la Seguridad Social durante el lapso que dure la 
prestación a la que se hubiera hecho beneficiario si no ingresaba en el mercado como activo. 
Consideramos que este es un beneficio tanto para la empresa como para el trabajador que, de alguna 
forma, puede seguir acumulando años para su jubilación. Además como decía la contadora, no hay 
nada mejor que mantener activa a una persona que con cincuenta años es totalmente joven para seguir 
trabajando, y no pasarla a una etapa pasiva, ya que tiene un montón de conocimientos arraigados y 


capacitación. Me parece que podría ser un desperdicio a nivel de la economía porque es un recurso que 
está mal utilizado. 


SEÑOR POZZI.- Me interesa el tema; lo escuché atentamente cuando vinieron las patronales a la 
Comisión; si bien no hablé en aquel momento, me interesa que ustedes remarquen esa situación. 


Recuerdo que presenté un proyecto de ley que va en el mismo sentido del que ustedes están hablando, que 
plantea exoneraciones según la franja de edad, que la persona sea reincorporada al trabajo, etcétera, y que 
estará a consideración de la Comisión de Seguridad Social ya que por diferentes motivos todavía no lo hemos 
podido tratar. Yo me quedo con la tranquilidad de que, si se aprueba un proyecto de ley con esta filosofía para 
atender el problema de personas que tienen cuarenta y cinco, cincuenta o cincuenta y cinco años que no 
logran reinsertarse en el mercado de trabajo y que además establezca determinados subsidios o 
exoneraciones, las Cámaras empresariales lo ven positivamente y estarían dispuestas si se aprueba en algún 
momento a encararlo con fuerza. Digo esto porque recuerdo que hace muchos años un ex compañero mío 
presentó un proyecto de ley que era bastante parecido a este pero para los jóvenes. Fue uno de los primeros 
proyectos de ley de empleo juvenil que se presentó y, al evaluarlo, vimos que tuvo poco impacto. 


Por lo tanto, cuando planteé la cuestión de las personas mayores de cuarenta y cinco años con una filosofía 
bastante parecida a la de esta iniciativa, dudé si iba a tener un impacto positivo y si iba a ser visto por los 
empleadores como una forma de ayudar a resolver un problema que existe en la sociedad y que va más allá 
de que esas personas no encuentren trabajo porque hay patologías sociales, suicidios, depresión, hay de todo. 
Entonces, cuando observo que los empresarios ven bien este tipo de cosas, pienso que capaz que algo 
podemos aprobar, pero me interesa que si hacemos fuerza para que algo salga, los empleadores lo utilicen 
para poder dar solución a un problema que hace que la gente quede filtrada en el llamado en el diario y no 
tenga chance de llegar. Por lo tanto, ratifico que el sector empresarial ve bien una idea que apunta a este tipo 
de cosas. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Sin duda que lo vemos bien. Somos conscientes de que es un problema, 
sobre todo por encima de los cincuenta años porque si no el margen que queda es muy pequeño para 
ser considerado empleable. Lo que ocurre es que a veces cuando se tiene este tipo de iniciativa, 
después, en el momento de reglamentar la ley, no se suele trabajar con los sectores que tienen más 
potencialidad para contratar. Las reglamentaciones suelen ser tan escabrosas por llamarlas de alguna 
manera que resultan inaplicables. 


En el caso de empleo juvenil, teníamos la intención de contratar recordemos que las micro y pequeñas 
empresas representan el 97% de las empresas de este país porque era una herramienta muy importante poder 
obviar el aporte del pago de aportes patronales. Pero, los requisitos para encontrar a la persona eran muy 
complejos porque el trámite tenía que pasar por el INJU y, además, las responsabilidades que se le imputaban 
a la empresa, si ese trabajador no era el adecuado para el cargo, eran tan enormes que nadie podía arriesgarse 
a tener que pagar todos los aportes juntos si la persona no servía; se hace la planificación en función de que 
esta persona cuesta tanto y si después la persona no sirve, ¿por qué hay que dar marcha atrás y pagar aportes 
que no se vertieron en su momento? 


Ahora creo que con el Programa "Objetivo empleo" va a pasar algo parecido, ya lo hemos hablado con la 
doctora Payssé. Se hicieron consultas a las Cámaras empresariales grandes, pero la gran empleadora y a la 
que este tipo de instrumento le puede servir es a la micro y pequeña empresa y normalmente no se las 
consulta al momento de hacer las reglamentaciones. 


Entonces, si se tiene en cuenta eso y si trabajamos juntos, seguramente podremos sacar algún proyecto que 
sea de alto impacto y que sirva al empresariado y, obviamente a los trabajadores. Esta experiencia de trabajar 
en forma conjunta se hizo con la Ley N* 17.963 que tiene que ver con la bonificación y pago en el Banco de 
Previsión Social y realmente ha sido de utilidad para todas las partes. Por lo tanto, si trabajamos juntos y 
hacemos cosas que sean de fácil implementación y no muy complejas, sin duda esta iniciativa va a tener 
éxito. 


Reitero que creemos que las personas que están por encima de los cincuenta años tienen dificultades para 
conseguir empleo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- A nosotros también nos interesó mucho el planteo que formularon las 
Cámaras cuando comparecieron hace pocos días y nos alegra la coincidencia en el criterio por parte de 
la Directora que representa a los empresarios en el BPS. Además, queremos agradecerle que nos haya 
traído una fórmula porque mañana la Comisión va a empezar a discutir el proyecto en forma 
particular, artículo por artículo, y este va a ser un aspecto muy sensible en el que adelanto me 
propongo hacerlo que nos tendremos que detener a discutir y a analizar esta eventualidad que sin duda 
representa una mejora en la propuesta del Poder Ejecutivo. Pero, sobre todo nos alegra creo que ha 
sido oportuna la intervención del señor Diputado Pozzi que la Directora, que seguramente conoce 
mejor que nosotros el mercado laboral desde el punto de vista empresarial porque representa a los 
empresarios en el BPS, nos trasmita su optimismo en cuanto a que esto puede tener andamiento en 
determinados niveles. 


Creo que no hay que ponerse "maximalista" y tampoco hay que reclamar a la norma una eficacia o un éxito 
superlativo para convencernos de que sería bueno aprobarla. Pienso que todo lo que se pueda llegar a 
concretar, si esto se convirtiera en ley, o todo lo que pudiera resultar de positivo a partir de la reinserción 
laboral de los trabajadores, por pocos que fueran los que en última instancia se pudieran reinsertar al trabajo 
por esta vía, justificaría que esta norma se introdujera. 


Quería dejar esta constancia y, sobre todo, expresar la satisfacción de que se nos trasmita que es un camino 
que vale la pena recorrer, que no quedará en letra muerta ni será simplemente una buena intención como a 
veces ocurre con el progreso legislativo que después no se corresponde con la realidad material. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Otro punto que plantea el proyecto es un esquema de prestaciones 
decrecientes. Nosotros no tenemos ningún comentario y no nos oponemos. Creemos que no hay 
elementos objetivos para saber si eso va a contribuir o no, pero es un tema que planteó el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y nosotros lo acompañamos. 


Este proyecto también establece la modificación de topes. El tope mínimo se establece en una Base de 
Prestación Contributiva, es decir $ 1.775. Creemos que está bien pero las adecuaciones tienen que ver con las 
prestaciones decrecientes. Se mantiene la causal suspensión con un tope del 50% del sueldo. Tampoco 
tenemos ningún comentario en particular con respecto a este punto. 


En cuanto al subsidio, de acuerdo con la situación macroeconómica del país, se faculta al Poder Ejecutivo a 
extender la prestación ocho meses en caso de recesión económica y nos parece que sería bueno ir a un uso 
más racional de las prórrogas. Este tema es viejo, no es de ahora. En un momento dado hubo como un 
desborde de empresas que obtenían prórrogas en el seguro de desempleo. Eso se había eliminado, había un 
número razonable y ahora otra vez hay un importante número de empresas que recurren a las prórrogas. Lo 
que nos preocupa y queremos dejar en claro es que nos parece injusto porque en general suelen ser empresas 
grandes que tienen el lobby suficiente como para conseguir tanto a nivel del Poder Ejecutivo como del Poder 
Legislativo las prórrogas sucesivas que se hacen a través de leyes. Pero hay muchísimas empresas pequeñas 
que también a veces tienen la desgracia de que no les vaya bien y esos trabajadores no quedan amparados. 
Entonces, estamos pidiendo que se utilice racionalmente el instrumento. Puede ser bueno o malo, pero la 
utilización excesiva de estas extensiones de prórrogas no nos gusta a las pequeñas empresas. 


SEÑORA FRANCO.- El proyecto de ley promueve que la extensión de las prórrogas se dé cuando haya 
recesión económica. Nosotros sostenemos que no todos los sectores atraviesan la recesión económica en 
el mismo momento; a veces, les va bien al agro y al turismo, pero no a la industria. Entonces, nos 
parece más racional extender las prórrogas por sector. Aquel sector que pueda demostrar que durante 
dos trimestres consecutivos tuvo períodos de caída como establece el proyecto de ley, podrá acceder a 
la prórroga de ocho meses; siempre que pruebe esa caída del PBI sectorial. De otra forma, podemos 
terminar favoreciendo a sectores que no estén atravesando por esa situación de recesión económica. 
Por otra parte, fortaleciendo lo que expresó la contadora Domínguez, podrían resultar favorecidas 
únicamente aquellas empresas que tengan capacidad de "lobby" como para presentarse ante el Poder 
Legislativo o el Poder Ejecutivo a solicitar la prórroga. 


Nos parece más racional agregar en ese artículo que la extensión se otorgue por sector, o sea en aquellos 
sectores en los que se constate la caída del PBI sectorial. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Otro punto a tratar refiere a la reducción de la duración de la causal de 
suspensión. Este aspecto nos preocupa. Se reduce a cuatro meses la causal de suspensión. Nos 
oponemos a esta modificación, porque nos gustaría que se mantuvieran los seis meses. Entendemos que 
en una situación de crisis una pequeña empresa puede tener necesidad de enviar a su personal a seguro 
de desempleo con causal de suspensión y probablemente cuatro meses no resultarían suficientes para 
una recuperación. 


Cuando este tema se trató en el Diálogo Nacional de la Seguridad Social, fue muy recurrente el argumento de 
que había muchas empresas que utilizaban esta causal en forma innecesaria o que la usaban porque tenían 
plantillas sobredimensionadas, por lo que siempre tenían a gran cantidad de personas en seguro de desempleo 
con la causal de suspensión. Creemos que si eso es así no creemos que sea así, pero no lo podemos afirmar, 
desde el Banco de Previsión Social y desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se debería controlar 
para que no ocurriera. No nos parece bueno que se limite la causal de suspensión a cuatro meses cuando, 
quizás, alguna empresa realmente lo necesita. 


Además, esto fortalece los vínculos entre el empresario y el trabajador, porque cuando una empresa decide 
enviar a alguien al seguro de desempleo con la causal de suspensión, lo que está manifestando es su interés 
de no perder a ese trabajador; se toma esa opción quizás por la zafra, por alguna eventualidad de la economía 
en su conjunto o por un problema puntual de la empresa, pero se pretende volver a contratarlo. Por ese 
motivo, no nos parece bueno plantear esa reducción. 


Ese punto está ligado con el siguiente, relativo al registro público de empresas que utilizan la causal de 
suspensión. También en el marco de que hubo posiciones muy firmes en el sentido de que había empresas 
que mal utilizaban este instrumento, se quiere hacer esta lista, que nosotros llamamos "lista negra". Desde el 
Banco de Previsión Social podemos sacar un listado de cuántas empresas están utilizando esa causal. Si nos 
parece que no la están utilizando bien, también tenemos los medios para inspeccionarlas o para ir a pedirles 
cuentas. Pero someter a las empresas a que se haga una lista pública de las que utilizan esta causal, ¿con qué 
fin se haría?, ¿con qué objetivo? La causal de suspensión no es algo malo; es un instrumento legal, es un 
derecho, está en la ley. Entonces, ¿por qué crear una lista para exponerlas? Creo que no sería bueno recurrir a 
esto; no nos gustan las listas negras. 


En cuanto a los cursos de capacitación obligatorios, tenemos algunos matices. 


SEÑORA FRANCO.- Creemos que los cursos de capacitación obligatorios están en oposición con la 
afirmación de que el seguro de desempleo es un derecho. En realidad, la voluntad del trabajador de 
capacitarse es la que define si, en definitiva, se va a capacitar o no; de lo contrario, será un simple 
oyente. No obstante, creemos que si realmente aprovecha los cursos y se capacita, será una forma de 
reinsertarse más rápido en el mercado laboral formal y que, a su vez, funcionará como mecanismo de 
combate al trabajo informal. Mientras el trabajador está en uso de la prestación, puede estar haciendo 
trabajos al margen de la legalidad o puede estar desempeñándose en actividades que no realicen 
aportación. Entonces, si bien sabemos que los cursos no durarán todo el día, esta será una forma de 
controlar y de que resulte un aliciente para que se pueda comenzar con ese combate a la informalidad. 


Asimismo, quiero destacar el rol de las cámaras empresariales como entidad de capacitación; nadie sabe 
mejor que los empresarios en qué área necesitan gente. Entonces, me parece que en la capacitación en oficios 
es fundamental el rol que cumplen las cámaras empresariales. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En función de los argumentos que se han expresado, ustedes estarían 
proponiendo que, en caso de que se introduzca la obligatoriedad como está previsto, se haga extensiva 
a todas las situaciones y durante todo el tiempo de la situación de paro, transitoria o permanente, en la 
que se encuentra el trabajador. ¿Esa sería la propuesta? 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Esa es la propuesta. 
No obstante, tenemos el problema de que habrá trabajadores que, por su idiosincrasia, por su forma de ser, 


porque quizás nunca pasaron por un aula, no podrán participar en instancias de capacitación. Nos 
preguntamos dónde estará el punto de equilibrio. Nos parece que lo ideal sería que fuera obligatorio, porque 


forzaríamos a esa gente a capacitarse, lo que cualitativamente les permitiría dar un salto en trabajos 
posteriores, pero no tenemos muy claro dónde sería el punto de equilibrio porque hay personas que no van a 
poder aprovechar los cursos ya que no los quieren tomar o nunca fueron a una instancia de capacitación y 
obligarlos a ello podría ser perjudicial. Hay que buscar un punto de equilibrio, que no tenemos claro cuál 
sería. A tal punto no lo tenemos claro que en el trabajo que hicimos con los empresarios no nos pusimos de 
acuerdo; por eso, dejamos planteado el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar planteada mi opinión con respecto a este tema. 


Antes de ello, deseo dejar planteada la posición en el sentido de que, de alguna manera, compartimos el 
incentivo de los mayores de 50 años para que se reinserten en la actividad laboral. 


No obstante, concretamente en este tema, me parece que no estamos dando el alcance adecuado a este 
pequeño artículo. Realmente, me parece un disparate que el Estado establezca la obligatoriedad a hacer un 
curso a una persona mayor de edad, por más que el Estado le dé una contraprestación. Creo que hay que 
analizar ese tema en forma muy fina. Como bien se decía aquí, hay gente que quizás nunca fue a un aula o 
hace mucho tiempo que no va; ese es un problema, pero no me parece tan complejo. Lo que considero es que 
nuestra Constitución es muy clara; establece que se garantizará la igualdad de oportunidades y que las 
diferencias las marcará cada uno, de acuerdo con sus talentos y virtudes. Habrá gente que no querrá 
capacitarse. ¿Hasta qué punto el Estado tiene el derecho de obligar a esa persona a que lo haga? Esto, que 
parece muy sutil en el planteamiento, tiene una profundidad que, inclusive, puede mover las bases firmes 
sobre las que se instala el concepto constitucional de libertad individual. Por eso, no tomaría este tema tan a 
la ligera. Quizás, a priori tenemos cierta tentación de decir que está bárbaro, porque el Estado le está dando 
un seguro como contraprestación, pero ¡ojo! ese seguro la persona lo pagó mientras estuvo trabajando; aportó 
al Banco de Previsión Social lo que servirá para su jubilación, pero también aportó para ese volumen de 
dinero. 


SEÑORA FRANCO.- En realidad, la prestación de seguro por desempleo no es contributiva; está 
ligada al trabajo pero no se contribuye desde el sector empleador ni desde el sector trabajador para esa 
prestación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y de dónde salen esos recursos? 
SEÑORA DOMÍNGUEZ.- De Rentas Generales. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De dónde salen las rentas generales? 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- De los impuestos que pagamos los ciudadanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así; no tenemos la maquinita de hacer dinero. De modo que no nos 
engañemos. Estamos hablando con mucha sinceridad. El dinero sale de un solo lugar: del bolsillo de 
todos los ciudadanos. 


Repito que todos nos sentimos tentados a decir que esta iniciativa es buenísima, pero no podemos decirle a 
alguien que si quiere reinsertarse y recibir este beneficio tiene la obligación de hacer esto. Creo que es 
demasiado fuerte. 


Esta es mi opinión y quería dejarla sentada. Creo que este tema llevará a muchos debates. No vamos a 
resolverlo hoy pero, por honestidad intelectual, quería dejarlo planteado. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- El tema es tan complejo que no pudimos llegar a un acuerdo. 


Yo siempre pongo como ejemplo de esto mi propio caso. Tengo una panadería, y he invitado mil veces a uno 
de mis empleados a participar de distintos cursos, pero prefiere renunciar ante que hacerlos. Es un buen 
empleado; no voy a sacarlo por eso, trato de encontrar otras formas para manejarlo. 


Hay gente que no va a los cursos porque no quiere o porque no le interesa y no sé hasta qué punto podemos 
obligarlo. De todos modos, la iniciativa nos parece muy buena porque minimizaría la posibilidad de que un 
trabajador en seguro de desempleo estuviera desarrollando actividades informales, lo que constituye 
competencia desleal. Pero, por otro lado, si uno no va voluntariamente no aprende. Sobre todo en el caso de 
los adultos, en los procesos de enseñanza y aprendizaje es fundamental la voluntad de quien participa; si uno 
no está convencido no aprende. Por otra parte, resultaría complejo cercenar la posibilidad de acceder a un 
derecho. Dejamos este problema planteado para que ustedes, los legisladores, encuentren la solución. 


La extensión del plazo para la solicitud del subsidio es más que razonable; era una barbaridad que por que se 
pasaran treinta días perdieran el derecho. Estamos totalmente de acuerdo con lo que se establece. 


Por otro lado, promovimos la posibilidad de interrupción porque era un reclamo histórico, sobre todo, del 
sector hotelero en particular, de Canelones y Maldonado, que en baja temporada tenía que recurrir a la causal 
suspensión, pero si había un fin de semana soleado o venía un contingente de turistas no podían apelar a 
determinados trabajadores, porque si los tomaban por tres días después perdían todo el mes. Creo que esta es 
una solución muy buena para trabajadores y empleados, porque al tomar al trabajador la empresa corría 
riesgos enormes si ocurría alguna fatalidad. Insisto en que esto viene a solucionar un problema real; es un 
buen artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta propuesta es muy interesante para el turismo, porque mucha gente tiene 
determinado trabajo durante el año y cuando cae la temporada es ese empleo el que le hace perder la 
posibilidad de acceder al seguro de desempleo. Con esta disposición, si a la persona le surge una 
changa no tiene por qué cortar con el empleo de todo el año. La verdad es que es una excelente 
propuesta. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Creemos que este es un artículo feliz; tal vez es de los más importantes, 
además de otro que vamos a comentar y al que habría que hacer algún retoque. 


Por otra parte, se contempla la situación de adeudos con el BPS, estableciendo que pueden percibir el 
subsidio quienes mantengan deudas con el organismo. Dicho así puede parecer absurdo, pero el planteo 
consiste en que de la prestación de desempleo se vaya descontando para que se puedan pagar las obligaciones 
pendientes. Nosotros hicimos este reclamo porque hasta hoy en día muchas veces los trabajadores vienen a 
plantearnos que no pueden acceder al seguro de desempleo porque en determinado momento instalaron una 
pequeña empresa, les fue mal, no pagaron y, como no sabían que tenían que darle la baja, les quedó una 
deuda que no pueden afrontar y ahora tampoco pueden acceder al beneficio del seguro de desempleo. Y lo 
que es peor, el día en que tengan que jubilarse no podrán hacerlo si no cancelan esas obligaciones, porque 
también se conculca el derecho a la jubilación de aquellos empresarios que no cancelen sus deudas con el 
BPS. 


Con esta iniciativa, el Banco puede ir cobrando las deudas en la medida de sus posibilidades y el trabajador 
puede ir pagándolas. Creemos que es muy saludable, bueno y que no le cercena derechos de seguridad social 
a los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este punto podría abarcarse el tema de los patrones rurales que tienen 
menos de cincuenta hectáreas, que a veces tienen muchos problemas para pagar y, si deben al BPS, no 
pueden acceder al subsidio de la contribución inmobiliaria. Esto genera una bola de nieve que es 
imposible de controlar. El patrón no puede aportar y eso después se transforma en un costo, porque si 
el BPS tiene que pagarle una pensión igualmente va a terminar dándole recursos. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Efectivamente, pero en este caso no se discrimina el tipo de deuda de que se 
trata; por lo tanto, por esta vía se puede solucionar una deuda rural u otra cualquiera a nombre de ese 
trabajador. 


Ya que se mencionó el tema rural anticipo que estamos trabajando en un proyecto para solucionar los serios 
problemas que tienen los productores agropecuarios del nordeste de Canelones. 


SEÑORA FRANCO.- Con respecto a los adeudos quiero recalcar que esta medida posibilita que se 
subsane la situación a futuro. No se trata de atender la prestación de desempleo solo por el hoy, sino 
que el trabajador podrá ir cancelando sus deudas y acceder a la jubilación. O sea que estamos 
trabajando para el presente y proyectando hacia el futuro; por eso celebramos esta modificación. 


Por otra parte, en el proyecto de ley se faculta al Poder Ejecutivo a extender la generación a treinta meses; 
nos referimos al período previo de la generación. No hay oposición a la modificación de este artículo. 


Por último, en el proyecto se reformula la causal reducción, habilitando a que quienes tengan situaciones de 
multiempleo puedan pedir el subsidio si son despedidos de una de sus actividades. En este punto tenemos una 
gran interrogante en el marco superior derecho figura un signo de interrogación al lado de la prestación, 
porque durante las negociaciones con el Poder Ejecutivo siempre defendimos el multiempleo, y no solo 
cuando se trata de dos actividades en las que alguien sea trabajador independiente, sino también cuando en 
una sea dependiente y en la otra, independiente. Creemos que esto debe ser recogido, porque si no estaríamos 
haciendo una discriminación negativa en contra del trabajador independiente, que quizás tiene un empleo en 
determinada empresa durante toda la semana, como trabajador dependiente, y los fines de semana o post 
horario tiene una actividad como independiente. La señal que le estamos dando ahora es que no aporte por 
esa actividad independiente, porque si se queda sin el otro trabajo pierde todas las prestaciones. Esto es 
grave. 


La alternativa de abrir esta posibilidad tanto para trabajadores dependientes como independientes incentiva la 
formalización, extiende la cobertura y también promueve el emprendedurismo. A pesar de que presentamos 
esta inquietud ante las autoridades de Gobierno me parece que no quedó suficientemente recogida en el 
proyecto, porque se establece que luego se verá en la reglamentación. Creemos que esto debe reverse. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Quiero hacer un agregado pequeño a este tema poniendo un ejemplo 
porque a veces no se visualiza. Les voy a contar cuál fue la situación que nos llevó a plantear este tema 
y que después fue la que motivó esta discusión. Se vio que en el caso del multiempleo, era bueno dar la 
posibilidad de que se complementara ese seguro de desempleo y no se recogió lo nuestro. 


Es el caso de un trabajador de una empresa grande, de una multinacional; es mecánico y resulta que tiene su 
empresita de mecánica, con un solo trabajador. Lo envían al seguro de desempleo en la empresa grande, que 
es su principal fuente de ingresos, y el señor no puede cobrar. Entonces, ¿qué es lo que hace? Cierra su 
empresita y sigue en la informalidad. Si lo que queremos es más trabajo formal, más cobertura, más 
seguridad social, transparentemos porque, a veces, con estos controles o estos retaceos de derechos a los 
pequeños empresarios, lo que hacemos es alentar la informalidad. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me queda claro el planteo con relación a la causal reducción y 
entiendo que el ejemplo que se dio es muy ilustrativo y, sin ninguna duda, creo que debería 
contemplarse. Mañana lo veremos en el caso específico de este artículo en el que, quizás, haya un 
problema de redacción. 


Ahora, ¿qué ocurre cuando la situación es al revés, es decir, cuando en lugar de perder el empleo en la 
multinacional, ese mismo trabajador fracasa en su emprendimiento pequeño, mediano y debe cerrar su 
empresa? Está claro que en ese caso no hay derecho al seguro por desempleo. En todo caso, es el cierre o la 
liquidación de una pequeña empresa con otras consecuencias y otras características. Digo esto porque 
también en la redacción, en la medida en que contemplemos la primera situación, tendremos que precavernos 
de que después no se pueda interpretar, por extensión, la segunda. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Nos encantaría que se interpretara así, pero sabemos que no todo lo que 
uno quiere, se puede. Hablamos siempre de la sostenibilidad y de que hay que ver de dónde se obtienen 
los recursos. Creemos que en esta primera instancia el seguro de desempleo está lejos de ser una 
solicitud para compensar la quiebra o que ese microempresario pueda quedarse sin esa actividad. Es 
para el caso de que no pierda la que tiene en relación de dependencia, en esta primera etapa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una duda con respecto al artículo 9” del proyecto de ley. Se dice 
textualmente: "Se considerará que se ha producido el despido del empleado suspendido en forma total 


de su empleo, si al término del período máximo de la prestación no es reintegrado al trabajo, pudiendo 
reclamar la indemnización que le correspondiere". 


En la segunda parte tenemos dudas y queremos saber cómo se ve desde el sector empresarial. Dice: "El 
empleado que se encontrare percibiendo el subsidio por más de tres meses en situación de trabajo reducido 
para un empleador, podrá optar por considerarse despedido y reclamar la indemnización a que tuviere 
derecho". 


Preguntamos si no puede producirle a la pequeña o mediana empresa una situación económica que le lleve al 
quiebre definitivo. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Se nos pasó el análisis de este artículo. Sin lugar a dudas, dejar establecido 
en la ley que se produce este despido ficto, es demasiado fuerte para una micro o pequeña empresa. 
Pienso que deberíamos prescindir de él y dejar como hasta ahora. En definitiva, cuando el tiempo se 
prolonga, el despido opera pero en general es de común acuerdo. Nos parece que dejar un despido ficto 
en una ley para este 88% o 97%, si vamos hasta la pequeña empresa, es muy duro. Este tema es 
importantísimo y agradezco al señor Presidente que nos lo destacara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se puede buscar un camino del medio. Por ejemplo, según tengo entendido, el 
BPS puede prorrogar ese seguro de desempleo automáticamente. ¿Seguir hasta esos seis meses puede 
ser un camino del medio o puede ser algo perjudicial? 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Es mejor que lo que tenemos. Lo ideal sería que no, pero podemos aceptar 
un camino del medio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos vuestra visita y el material entregado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


